
 
			[image: Imagen de portada]
  


		
			Recursos ordinarios y extraordinarios en el  Código Procesal de la Justicia en las Relaciones de Consumo de la Ciudad de Buenos Aires 

		


		
			
Recursos ordinarios y extraordinarios en el  Código Procesal de la Justicia en las Relaciones de Consumo de la Ciudad de Buenos Aires 

Estudio concordado con el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires

			Nicolás Ignacio Manterola

		


		
			
				
					
				
				
					
							
							Manterola, Nicolás Ignacio

							Recursos ordinarios y extraordinarios en el Código Procesal de la Justicia en las Relaciones de Consumo de la Ciudad de Buenos Aires : estudio y análisis del Código Procesal de la Justicia en las Relaciones de Consumo de la Ciudad de Buenos Aires-CPJRC / Nicolás Ignacio Manterola. - 1a ed. - Ciudad Autónoma de Buenos Aires : Albremática, 2022.

							Libro digital, EPUB

							Archivo Digital: descarga
ISBN 978-987-8343-44-0

							1. Derecho Procesal. 2. Derechos del Consumidor. 3. Acceso a la Justicia. I. Título.

							CDD 343.071

						
					

				
			

			Queda rigurosamente prohibida, sin la autorización escrita de los titulares del copyright, bajo las sanciones establecidas por las leyes, la reproducción total o parcial de esta obra por cualquier medio o procedimiento, comprendidos la fotocopia y el tratamiento informático.

			© 2022, Editorial Albremática S.A.

			Primera edición

			ISBN 978-987-8343-44-0

			Hecho el depósito que marca la Ley 11.723

			Digitalización: Proyecto451

		


		
			DEDICATORIA



			A los de siempre, por las razones de siempre:

			A Mary y Lalo, 

			A mis Papás e Ignacio. 

		


		
			Sobre el autor

			Nicolás Ignacio Manterola es abogado graduado con diploma de honor en la Universidad de Belgrano; por su desempeño destacado recibió el Premio a la Excelencia Académica del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires (2016).

			Es especialista en derecho procesal civil graduado en la Universidad de Buenos Aires (2018). 

			Es doctorando en Derecho en la Universidad de Buenos Aires, en el área de derecho procesal civil. 

			Es autor de artículos y libros jurídicos, y director de la revista de Derecho Procesal y Procesal Informático de la editorial Microjuris.

			Su práctica profesional se centra en litigios, acciones de clase y demás procesos constitucionales, derecho a la salud y responsabilidad en general.

			Para conocer más sobre el autor visite: www.nicolasmanterola.com.ar- 

		


		
			Abreviaturas

			CCABA: Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. 

			CN: Constitución Nacional.

			CPCCBA: Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires. 

			CPCCN: Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

			CPJRC: Código procesal de la Justicia de las Relaciones de consumo de la Ciudad de Buenos Aires.

			CSJN: Corte Suprema de Justicia de la Nación.

			SCBA: Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires. 

			TSJ: Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires. 

		


		
			Prólogo

			El doctor Nicolás Manterola es un joven jurista que ya ha dado sobradas muestras de su capacidad intelectual y de su innegable sabiduría en materia de Derecho Procesal Civil. Sus artículos y libros jurídicos así lo demuestran. Además, como podrá apreciarse en la obra que prologamos, es dueño de un lenguaje didáctico y comprensible, lo que facilita la lectura de este excelente trabajo, no solamente para el profesional de la ciencia del Derecho, sino también para el ciudadano entendido en cuestiones tribunalicias.

			Su análisis pormenorizado de los diversos recursos que integran el proceso judicial es puntualizado y desprovisto de logomaquias y circunloquios que solo nos harían perder de vista la completa e ilustrada exposición de Manterola sobre la materia. Por esa razón, podemos calificar a esta obra de una verdadera disección de cada uno de los recursos que componen el capítulo respectivo del Código Procesal. Se trata de una investigación detallada de esta herramienta fundamental del proceso judicial y que en no pocas ocasiones, es quicio de contradicción entre algunos profesionales del Derecho, quienes en más de un caso desconocen las fundamentaciones más significativas del recurso del que se trate y su uso práctico en la realidad diaria de la actividad forense.

			El recurso, en sí mismo, es el instrumento que el Derecho pone a disposición del justiciable, con el fin de que las providencias y sentencias de los jueces inferiores puedan ser revisadas en lo que atañe a sus fundamentos y alcances. Es decir, que dicha herramienta de carácter procesal permite al ciudadano obtener una satisfacción en sede posterior, cuando antes que en la alzada, sus derechos no han sido reconocidos. En definitiva, el recurso es un instrumento procesal que guarda una directa vinculación con la resistencia del oponente a aceptar mansamente un decisorio judicial que pudiera afectar sus derechos constitucionales y legales.

			Tan es así que la Revocatoria, como bien explica el autor de este libro, es un primer paso para el justiciable que le permitirá apelar al propio juzgador con el propósito que modifique su decisión considerada adversa a lo que corresponde, según la interpretación del ciudadano. Luego, los recursos posteriores permitirán al justiciable que en la alzada puedan corregirse las presuntas desviaciones e inexactitudes en las que supuestamente hubiese incurrido la decisión del juez inferior.

			Precisamente, el autor de este libro demuestra ser una autoridad en la materia, tal como hemos advertido, por la pulcritud que evidencia en el examen de cada uno de los recursos. En tal sentido, el doctor Manterola nos revela también en esta obra los íntimos y a veces desconocidos vericuetos legales por donde transita el recurso, en ocasiones áridos meandros de la ciencia procesal, pero finalmente iluminados por el talento del autor.

			Asimismo, estos mecanismos de la ciencia del Derecho deben ser utilizados con prudencia y conveniencia. Esto significa que no se trata de recurrir por el hecho mismo de recurrir, pero en cambio es cierto que muchas veces se niega Justicia cuando el magistrado interpreta que el recurrente solamente discrepa subjetivamente con su fallo, cuando en verdad lo que ocurre es que ese decisorio fue dictado en contra de la ley y el Derecho.

			Es digna de destacar también la indagación minuciosa que lleva a cabo el doctor Manterola sobre el funcionamiento del Recurso de nulidad en el Capítulo II que trata de los recursos ordinarios, en su Parte Quinta y nos explica con lujo de detalles que dicho recurso “ataca los vicios que padece la sentencia en sí misma como acto jurídico procesal. De modo que el recurso de nulidad no es eficaz para cuestionar aquellos defectos que sufren los actos procesales anteriores o posteriores a la sentencia, que se cuestionan mediante el incidente de nulidad”. A partir de este concepto liminar, Manterola realiza una vivisección de ese instrumento procesal a fin de que el profesional del Derecho no confunda la cuestión de la procedencia del recurso, al emparentar erróneamente el mismo con la nulidad del acto procesal que antecede a la sentencia nulificada. Dice con acierto el autor de este libro que una cosa es la sentencia per se, que debe ser nula por padecer vicios estructurales, y una situación muy distinta es la nulidad de “un acto procesal anterior que proyecta el efecto nulificante en los actos que son su consecuencia (pudiendo alcanzar la sentencia)”.  

			Como se sabe, el concepto mismo de nulidad plantea muchos interrogantes que la práctica forense no siempre ha sabido dirimir con justeza y precisión. Sin embargo, el doctor Manterola lo hace con un innegable conocimiento de la materia y una consecuente verdad en sus juicios y recomendaciones.                     

			Al referirse a la Queja por Recurso Extraordinario Federal denegado, el autor señala que “el escrito tendrá por única finalidad demostrar a la Corte que, contrariamente a lo resuelto por el a quo, el R.E.F. es admisible. Por lo tanto, no podrán introducirse cuestiones que no hayan sido planteadas en el recurso extraordinario y de nada sirve hacer un relato de los asuntos sustanciales del proceso, pues la queja debe estar dirigida a impugnar la declaración de inadmisibilidad del REF, no la decisión de fondo que se cuestiona mediante el R.E.F. propiamente dicho”. En tal sentido, queda claro cuales son los límites y alcances de dicha herramienta procesal, que es una frontera final para que el justiciable pueda ver reconocidos sus proclamados derechos.

			Como ejemplo de lo afirmado y antes de lo expuesto, podemos apreciar en el Capítulo Cuarto, Primera parte, un análisis crítico y profundo del propio y mencionado Recurso Extraordinario Federal, que es sin duda uno de los más desconocidos en cuanto a su utilización corriente, ya que se trata de uno de los últimos lindes que pudieran separar al justiciable de la consagración de la verdad que persigue con su apelación. Además, como sabemos, el hallazgo de la verdad sustancial es una exigencia que ha impuesto la Corte a los magistrados. En efecto, el doctor Manterola coloca a nuestra disposición en el referido capítulo, los elementos esenciales del funcionamiento de dicho recurso.

			El proceso judicial, acerca del cual podemos decir que es la fisiología que corresponde al organismo vivo que en su conjunto denominamos Derecho, tiene en Manterola a un eficaz exégeta, quien, a partir de su  reconocida sapiencia en la materia, va esclareciendo el camino correcto para la utilización adecuada de cada uno de esos instrumentos que el proceso coloca a nuestra disposición.

			Finalmente, lo que podemos agregar es que estamos en presencia de una obra excelente sobre un capítulo esencial y significativo del Derecho Procesal Civil y que significa un aporte invalorable para la ciencia jurídica. Es que una de las grandes virtudes del autor consiste en explicar con la sabiduría de un ya consumado procesalista cómo deben utilizarse todos y cada uno de los Recursos que se estudian en esta obra, con el propósito de que la actividad forense se vea mejorada y enriquecida en su calidad y funcionamiento. Pero además se trata de una obra redactada con una clara vocación docente, como hemos afirmado al referirnos a la capacidad didáctica del autor.

			El estudiante de Derecho también verá facilitado su acceso al uso apropiado del Código Procesal para que cuando sea abogado y ejerza esta maravillosa profesión, pueda hacerlo con armas nobles y con un conocimiento de causa que mejorará la prestación de sus servicios al cliente, quien es finalmente el destinatario de toda la actividad forense.

			Felicitamos al autor por tan brillante trabajo y auguramos la aparición de nuevas obras en las que volverá a lucir sus conocimientos y su amplia versación en materia de Derecho Procesal Civil, con el fin de orientar a las generaciones actuales y venideras en el correcto ejercicio de tan noble tarea, como es la abogacía.

			                                                                                        

			                                                                                 Jorge E. Milone

		


		
			Prólogo del autor

			I. Cuando el actor insta el proceso y el demandado se presenta a estar a derecho en el juicio al que ha sido llamado, se consuma una interesante escena: se materializa la confianza en el proceso judicial como método de solución de los conflictos más íntimos y privados de las partes. Incorporarse en el proceso es, a no dudarlo, un acto de esperanza de los justiciables. De esperanza a que un tercero al que no conocen arbitre un camino procedimental capaz de materializar un debate ordenado que permita darles la razón, acogiendo o rechazando la demanda. La esperanza se vislumbra en los ojos de los litigantes apenas ingresan al despacho del abogado y le encomiendan su caso, ya desde entonces se someten a un mundo desconocido que les es ajeno, cuya comprensión suele quedar en manos de jueces y abogados que litigan pacíficamente en los tribunales.

			Flaco favor les haría el derecho procesal a las únicas personas que se someten voluntariamente al proceso si, además de hacerlos partícipes de un sinfín de incidencias, se les impidiera cuestionar las resoluciones judiciales que regirán el día a día de sus vidas y de sus negocios. De ahí la importancia de los recursos procesales que permiten impugnar toda clase de resoluciones (a través de los recursos pertinentes), en búsqueda de una decisión más justa y ajustada a derecho. Es que, al fin de cuentas, el juez no es más que una persona humana que puede equivocarse. Por eso la importancia de los recursos. 

			Estudiar los recursos procesales implica adentrarse en una parte esencial del proceso judicial: la etapa impugnativa. En ella las partes buscarán revertir las decisiones judiciales que les provocan un perjuicio a su propio interés en pos de ajustarlas a lo que entienden jurídicamente justo o correcto. Los recursos no son un trámite menor; muy por el contrario, se presentan como la última posibilidad del litigante de ser escuchado en juicio, la última oportunidad de que el Poder Judicial le dé aquello que fue a buscar. 

			El estudio de los recursos deviene fundamental tanto para los abogados como para los magistrados. Un cabal conocimiento del procedimiento recursivo redundará en sentencias más eficaces e idóneas. Los letrados podrán recurrir con mayor idoneidad, alejándose de la posibilidad de que sus recursos sean declarados desiertos o inadmisibles por cuestiones formales, el juez a quo podrán realizar juicios de admisibilidad con mayor precisión el tribunal ad quem resolverán con mayor eficacia los litigios, siempre dentro del parámetro constitucional que fija el debido proceso. 

			Comprender y utilizar eficientemente los recursos es, en definitiva, un acto de valentía y heroísmo, es alzarse contra las resoluciones de los órganos judiciales persiguiendo lo que se cree justo y adecuado. Una lucha contra molinos de vientos. 

			II. La reciente creación del Fuero en las Relaciones de Consumo en el ámbito de la Ciudad de Buenos de Aires cumplió, por un lado, con una necesidad de los justiciables: la formación de un fuero especializado en derecho del consumo; y, por otro lado, trajo bajo el brazo un nuevo código procesal, moderno y atinado para a los tiempos actuales. Ello requiere un estudio profundizado por parte de los operadores del derecho. 

			De ahí surgió la idea de hacer este libro sobre la base de la nueva normativa que rige el proceso de consumo en la Ciudad de Buenos Aires. Consciente del cimbronazo que produce toda nueva legislación, y la procesal en particular, he querido compaginar en estas páginas todos los recursos que pueden articularse en el proceso regido por el Código Procesal de la Justicia en las Relaciones de Consumo de la CABA (CPJRC), desde los ordinarios hasta los extraordinarios locales y nacionales. 

			Propongo comenzar nuestro recorrido recordando conceptos básicos que serán de utilidad a lo largo de toda la obra, como la teoría del proceso judicial y la clasificación de las sentencias; luego analizaremos la teoría general de los recursos y más tarde examinaremos cada uno de los recursos ordinarios que se encuentran regulados en el CPJRC, y también los extraordinarios receptados en la ley local 402, en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, en la ley nacional 48 y en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

			Los invito, entonces, a adentrarse al mundo de los recursos procesales. Pero en toda puerta de entrada siempre hay un cartel de advertencia. Y el letrero que cuelga al inicio del pórtico de los recursos procesales nos incita a recordar que los primeros interesados en ingresar no somos nosotros (los operadores del derecho), sino los justiciables que aguardan expectantes la sentencia definitiva. A ellos, pues, están destinados los recursos. Una vez comprendido esto, el cristal con el que se confeccionan y resuelven los recursos estará impregnado necesariamente del axioma in dubio pro actione en beneficio de los derechos de ambas partes, tanto del recurrente como del recurrido. De ahí la necesidad de flexibilizar formas solemnes para evitar que el recurrente pierda su recurso por el incumplimiento de formas abstractas, y de mantener y hacer cumplir las pautas procesales que permitan la correcta defensa e igualdad de la parte recurrida. 

			III. Finalmente, no puedo terminar sino agradeciendo a todos aquellos que han hecho posible este libro: a la familia y amigos que, desde aquí o allá, mantuvieron desde lo más profundo de su alma una vela encendida para iluminar las más desveladas y aventuradas noches de escritura. 

			A todos ellos, un eterno gracias. 

			Nicolás Ignacio Manterola

			Junio, 2022.

		


		
			Capítulo I. Teoría general del recurso

			PARTE PRIMERA: CUESTIONES PRELIMINARES

			1. Plan a seguir

			El estudio de los recursos procesales involucra, por un lado, la teoría general y por el otro, el análisis específico de cada remedio en particular. Para el estudio completo del tema se ha decidido dividir esta obra en diferentes capítulos. Primero nos abocaremos a la teoría general de los recursos y luego a cada uno de los recursos en particular, dividiéndolos en ordinarios y extraordinarios, locales y nacionales. 

			Para comenzar, entonces, abordaremos nociones generales que rodean al mundo de los recursos como actos procesales y, luego, nos introduciremos en la teoría general de los recursos propiamente dichos. Más tarde, estudiaremos cada uno de los recursos que pueden incoarse en el proceso de consumo del CPRJC. 

			2. El proceso judicial

			Se pueden ensayar muchas definiciones del proceso judicial, algunas más técnicas que otras, pero en su génesis, es un método heterocompositivo de solución pacífica de los conflictos que aquejan a las personas de a pie en una determinada sociedad. 

			En una situación ideal, los conflictos de las personas (que se configuran cuando uno esgrime una pretensión y el otro, en lugar de allanarse a ella, ejerce una resistencia) se solucionan entre las partes de modo extrajudicial, a través del diálogo y el entendimiento mutuo. Pero la realidad nos muestra que ello no siempre sucede, pues muchas veces las partes en conflicto no pueden o no quieren solucionar (de manera autocompositiva) el problema que padecen. Bien podría una persona autotutelarse y perseguir por mano propia a su contraria en busca de lo que puede denominar como Justicia. Es que, “si dos hombres cualesquiera desean un mismo bien que no puede ser gozado por ambos, devienen enemigos, y, en su camino hacia el fin, se esfuerzan mutuamente en destruirse o subyugarse (…). Es por ello manifiesto que, durante el tiempo en que los hombres viven sin un poder común que los obligue a todos al respeto, están en esa condición que se llama guerra, y una guerra como de todo hombre contra todo hombre.” (1) 

			Urge, entonces, encontrar un método que, a través de la paz, solucione el problema de manera definitiva. He ahí la función del proceso judicial, una herramienta que permite al actor y al demandado desenvolverse ante un tercero imparcial, independiente e imparcial solicitándole que, previa argumentación y prueba, defina la suerte de cada litigante a través de sus resoluciones. 

			Al entregar su controversia al juez y descartar la autotutela como método de solución de conflictos, las partes ratifican el pacto social y coadyuvan a la paz social, buscando efectivizar los derechos que afirman violados. Esta es, a no dudarlo, la finalidad más íntima y profunda por la cual las personas judicializan sus cuestiones; luego vendrá la aspiración de buscar Justicia y de arribar a la verdad objetiva (si es que ello es posible). 

			Si seguimos la teoría del pacto social, el Estado nace como resguardo de los hombres, quienes, para convivir en paz con sus pares, ceden libertades para ganar seguridad y tranquilidad. Así, según Hobbes, la naturaleza humana da nacimiento al Estado como única forma de acabar con el estado de guerra de todos contra todos. Al crear el Estado, los hombres (que naturalmente aman la libertad y el dominio de los unos sobre los otros) buscan introducir una restricción sobre sí mismos, con el objetivo de cuidar su propia conservación, buscando lograr una vida más armónica.  (2)

			 Como consecuencia del estado de guerra entre los hombres, en donde éstos pelean entre sí por las riquezas y por sobrevivir, nace el deseo de conservar indemne los bienes y la vida, y el deseo de mantenerse a salvo. Para cumplir tal fin, las personas han construido el Estado. El Estado, desde esta inteligencia, nace para poner fin al caos y a la entropía generada por el actuar de los hombres sin límites ni vergüenza. 

			El hombre, para protegerse de sus pares, creó el Estado y, como consecuencia lógica, se creó el proceso judicial para evitar la guerra entre los hombres ante el acaecimiento de un conflicto de intereses. Pero el asunto no termina aquí. Además, el proceso cumple otro rol fundamental: poner un límite al ejercicio del poder que ejerce la Autoridad. Tanto los hombres como la Autoridad, deberán resolver sus asuntos en pie de igualdad y ante la mirada imparcial e independiente del juez, en perfecta paz.

			La autodefensa de las personas y el abuso de la Autoridad quedaron atrás gracias al debate que se da dentro del proceso. Al decir de Alvarado Velloso, se cambió la fuerza bruta por la fuerza del diálogo (3). Cuando las personas padecen un conflicto y acuden al juez, ratifican el pacto social y mantienen la armonía social. Promueven una convivencia pacífica, anoticiando la vigencia de las normas a la comunidad y garantizan la utilidad del Estado para las generaciones venideras. 

			La decisión de acudir al Poder Judicial importa encender un faro en la oscuridad, el cual guiará a las partes en la resolución del conflicto y les permitirá efectivizar sus derechos. Esa luz es tan fuerte que invitará a otras personas a que, en medio de la oscuridad de sus problemas, decidan enderezar sus conductas bajo la acogedora luz de la razón y la justicia. Las partes, cuando se presentan ante el Poder Judicial, buscan remediar sus conflictos de modo pacífico, materializando el deseo de abandonar la prehistórica condición de guerra. Por ello, presentar una demanda ante el Poder Judicial es motivo de festejo y alegría, porque se está conservando la paz social y la supervivencia de la especie humana. 

			De esta manera, el proceso puede ser entendido de tres maneras: i) como un método a través del cual las personas ponen fin –de manera pacífica— a sus conflictos; ii) como una garantía de los habitantes del Estado, en tanto es el mecanismo eficaz para hacer valer sus derechos sustanciales ante él; y iii) como un freno al poder estatal porque a toda privación de la libertad (o de otro derecho) le antecede un juicio previo en el que se respeta la defensa en juicio y la igualdad de los litigantes, el que culminará (si el conflicto no se autocompone antes) con una sentencia fundada en ley y en la Constitución, dictada por un juez natural, imparcial, independiente e impartial en un plazo razonable. 

			Los hombres, al entrar en sociedad y al ingresar al proceso judicial, renuncian a la igualdad, a la libertad y al poder que tenían en su estado natural, poniendo todo esto en manos de la sociedad para que la Autoridad disponga de todo ello. Esta renuncia es hecha por cada persona con la exclusiva intención de preservarse a sí mismo, de preservar su libertad y su propiedad, ya que el hombre, en su estado natural, es conflictivo. Pero adviértase que esta renuncia no es absoluta, pues nadie aceptaría celebrar ese contrato social si no existieran garantías de respeto hacia la autonomía, la libertad y la dignidad de la persona (4).

			En palabras Lorenzetti: 

			“En este tipo de conflictos, la finalidad de la decisión judicial es preservar la paz social (…). La verdadera misión que tiene el tribunal en casos de relevancia institucional, no es averiguar la verdad, ni practicar silogismos, sino adoptar una decisión que permita apaciguar los conflictos, fundándose en argumentos constitucionales razonables, verificables y que tengan en cuenta los consensos sociales vigentes en el momento de tomarla… Que, a su vez, es necesario fundar las decisiones en principios sostenidos a lo largo del tiempo por la comunidad de juristas, que seguramente permanecerán en el futuro como un modo normal de la convivencia humana. Un sistema estable de reglas y no su apartamiento por necesidades urgentes es lo que permite construir un Estado de Derecho” (Fallos: 330:855, “Rinaldi”, voto de los jueces Lorenzetti y Zaffaroni, considerando 13).” (5) 

			Entender al proceso como un mecanismo que ratifica el contrato social y, por ende, busca la paz social implica considerar el acceso a la Justicia y a la tutela judicial efectiva como verdaderos derechos humanos, en tanto se presentan como una manifestación del derecho a la paz. 

			3. Las resoluciones judiciales 

			Las resoluciones judiciales constituyen actos procesales de importantísimo valor dentro del proceso porque materializan la voluntad de la Autoridad (en el caso, el Poder Judicial) a quien las personas le cedieron sus libertades para que la reglamente. En sentido más técnico, las resoluciones son actos procesales de dirección y desarrollo, pero también de decisión. Las resoluciones judiciales, entonces, son actos que emanan del órgano jurisdiccional y materializan una decisión que debe ser acatada por los sujetos que intervienen en el proceso.

			El término resoluciones judiciales se refiere a un género que engloba diferentes especies. Como género, se refiere a todas las decisiones que adopta el juez durante el desarrollo del pleito; pero es necesario profundizar en el concepto porque, en rigor, no todas las decisiones son iguales ni deciden lo mismo. Las hay de mero orden procedimental, decisivas de cuestiones conexas al proceso y otras que son decisivas de la cuestión de fondo.

			La doctrina es pacífica al decir que existen tres clases diferentes de resoluciones judiciales: providencias de mero trámite, resoluciones interlocutorias y sentencia definitiva. Si bien todas son resoluciones judiciales, porque emanan del órgano jurisdiccional y representan una decisión del juzgador, se tratan de diferentes especies del mismo género, porque resuelven cosas diferentes. 

			Conviene advertir que cada una de las especies del género “resoluciones judiciales” contendría un vocablo diferente: providencia, resolución y sentencia; lo que podría hacer pensar que son cosas distintas. En rigor, son tres sinónimos que se emplean para referirse al término “resoluciones judiciales”. De modo que las llamadas providencias simples bien podrían ser sentencias simples; o la sentencia podría ser llamada providencia definitiva. Para una mejor comprensión del tema utilizaremos la denominación clásica y que emana del propio CPRJC: providencia simple, resolución o sentencia interlocutoria, y sentencia definitiva. 

			En fin, todas las resoluciones judiciales tienen singular importancia, porque a través de ellas se expide la autoridad y avanza el proceso judicial. Por eso, como decía Couture, “el juez no es menos juez cuando dicta una resolución mere-interlocutoria o de simple trámite, que cuando dicta una sentencia definitiva. La función jurisdiccional se desarrolla tanto a expensas de unas como de otras.” (6)

			Veamos ahora cada una de ellas.

			3.1 Providencias simples 

			Las providencias simples son resoluciones de mero trámite, pues dirigen, ordenan e impulsan el trámite procedimental. El art. 92 del CPJRC se refiere a ellas al afirmar que tienen como objetivo el desarrollo y avance del proceso y que deben dictarse dentro de los tres días desde la presentación del escrito que las motive. 

			Como se ve, se tratan de resoluciones que no admiten dificultad en su producción, de hecho, no requieren otras formalidades que su expresión escrita, la indicación de la fecha y el lugar en el que son dictadas y la firma del responsable de la Oficina de Gestión Judicial (art. 92, CPJRC). 

			La nota característica de las resoluciones simples, y que las distinguen de las demás resoluciones, es que se dictan sin sustanciación, es decir, sin correr traslado a las partes de la presentación que las motiva. A su vez, pueden ser dictadas de oficio o a pedido de parte interesada. Son ejemplo de providencias simples aquellas que ordenan la agregación de un oficio al expediente, la que abre a prueba el expediente, la que tiene por presentada la demanda, entre tantas otras. 

			Los efectos que producen las providencias simples, siguiendo a Palacio, se producen dentro del proceso, diferenciándose así de las sentencias definitivas, que producen efectos de cosa juzgada material y formal. Las providencias simples, al igual que las interlocutorias, tienen efectos de preclusión (7), porque impiden que dentro del mismo proceso vuelva a tratarse el asunto decidido mediante su dictado. 

			Interesa desde ahora señalar que las resoluciones simples pueden causar gravamen irreparable o no, tal como señala el art. 140 del CPJRC. “Las providencias simples causan gravamen irreparable cuando, una vez consentidas, sus efectos son insusceptibles de subsanarse o enmendarse en el curso ulterior del procedimiento. O sea, una resolución causa gravamen cuando impide o tiene por extinguido el ejercicio de una facultad o de un derecho procesal, impone el cumplimiento de un deber o aplica una sanción.” (8) Son ejemplo de providencias simples que causan gravamen irreparable aquella que decreta la rebeldía de la parte demandada, la que ordena desglosar una presentación, la que rechaza que se modifique la fecha de una audiencia habiendo motivos fundados para hacerlo o la que impone una condena en costas o aplica una sanción. 

			Resta señalar que las resoluciones simples son siempre recurribles mediante el recurso de revocatoria, sean que causen o no gravamen irreparable. A su vez, aquellas que sí causen gravamen irreparable, también podrán ser cuestionadas mediante la apelación. 

			3.2 Resoluciones interlocutorias 

			Las resoluciones interlocutorias son aquellas que, al decir del art. 93 del CPCJRC, resuelven cuestiones que son planteadas durante el curso del proceso y que requieren sustanciación, es decir, previo traslado entre todas las partes interesadas. 

			Como se advierte, las providencias interlocutorias son actos decisivos del órgano jurisdiccional, ya que resuelven una incidencia entre las partes, una suerte de conflicto acaecido en el marco del proceso. Por supuesto que el conflicto a solucionar no es la cuestión de fondo (el objeto de la demanda), porque, en tal caso, estaríamos frente a una sentencia definitiva. Lo que soluciona las resoluciones interlocutorias son contiendas (pretensiones-resistencias) que se suscitan normalmente dentro del proceso. Como ejemplo de resoluciones interlocutorias podemos mencionar aquella que resuelve las excepciones previas y, en general, las que resuelven cualquier tipo de incidentes. 

			Interesa señalar que, como resuelven un contradictorio, las resoluciones interlocutorias consagran vencedor a una de las partes y perdidosa a su contraria. Por lo tanto, el juez al dictarlas debe expedirse sobre las costas, imponiéndoselas a una de las partes o por su orden. 

			Las resoluciones interlocutorias, además de los requisitos de las providencias simples, deben contener (i) fundamentos, (ii) la decisión expresa, positiva y precisa de las cuestiones planteadas, (iii) el pronunciamiento sobre costas, y (iv) la firma del Juez salvo que haya sido decidida en la oportunidad de la audiencia. Estas providencias deben dictarse dentro de los cinco o de los diez días, según se trate de un proceso ordinario o ampliado (art. 93, CPJRC). 

			Los efectos que producen las providencias interlocutorias se circunscriben, en principio, al proceso en donde son dictadas. De modo que tienen efectos de preclusión solo dentro del pleito (9), porque impiden que dentro del mismo proceso vuelva a tratarse el asunto decidido mediante su dictado. Ello haría pensar que en otro proceso diferente puede volverse a plantearse la misma incidencia; si bien ello suele ser así, existen importantes excepciones: las providencias interlocutorias que ponga fin al pleito de modo definitivo sellan la suerte de la cuestión de fondo de forma concluyente, impidiendo volver a tratar el mismo asunto. Piénsese por ejemplo en una providencia interlocutoria que admite una excepción perentoria, aquí los efectos traspasan el proceso, pues la cuestión no podrá volver a ser discutida en un nuevo pleito. 

			Resta aclarar que contra las sentencias interlocutorias procede el recurso de apelación y de nulidad (art. 144 y 152, CPJRC). 

			3.3 Sentencia homologatoria 

			Las sentencias homologatorias son aquellas resoluciones que formalizan algunos de los modos de conclusión del procedimiento a que aluden los arts. 160, 163 y 164 del CPJRC, es decir, cuando opera el desistimiento del derecho, la transacción o la conciliación. La sentencia homologatoria presupone la preexistencia de un proceso judicial en curso, dentro del cual acaece alguno de los modos anticipados de terminación del proceso, a los que hace referencia el art. 94 del CPJRC al instituirlos como presupuesto de la decisión homologatoria.

			Cuando el proceso se extingue por haber operado el desistimiento del derecho, la transacción o conciliación, se dictará una sentencia homologatoria que deberá respetar los parámetros vistos para la sentencia interlocutoria (art. 94, CPJRC). Son sentencias que, si homologan el desistimiento, la transacción o la conciliación, ponen fin al conflicto, pero no por haberse arribado a una heterocomposición del conflicto, sino que avalan la autocomposición o el desistimiento liso y llano del actor. 

			La regla general indica que la sentencia homologatoria, en principio, no puede ser apelada, porque, dada su finalidad convalidatoria, no puede causar agravio (10). Empero, esta regla cede cuando, en el caso concreto, la sentencia sí ocasiona un agravio a las partes; esto puede suceder cuando la sentencia rechaza la homologación o cuando, homologando el desistimiento del proceso o del derecho, el demandado manifiesta su oposición conforme los arts. 159 y 160 del CPJRC. 

			3.4 Sentencia definitiva

			La sentencia definitiva es la resolución judicial que, al admitir o denegar la pretensión que es objeto del proceso, decide y resuelve el asunto traído a conocimiento del órgano judicial. A través de ella se pone fin, con una decisión, al conflicto que aqueja a las partes. De modo que representan el final del pleito y la consumación de la paz social. En el punto 2 se dijo que las partes acuden ante el Poder Judicial para encontrar una solución al conflicto que no pudieron o no quisieron solucionar. Pues bien, luego de haber transcurrido el proceso, luego de pretender, resistir, argumentar, probar y alegar, se arriba a la sentencia definitiva que consagrará vencedor a uno de los litigantes. 

			La sentencia definitiva resuelve la petición de la demanda al contrarrestarla con la defensa del demandado a la luz de los hechos probados en el expediente. Por consiguiente, acogen o admiten la demanda en consideración a las circunstancias de tiempo y lugar ventiladas en el expediente, y en relación a las partes litigantes. Se diferencia así de las resoluciones interlocutorias que ponen fin al pleito (por ej., la que acoge una excepción perentoria). Mientras la interlocutoria decide una cuestión conexa al fondo del asunto, la sentencia definitiva resuelve el fondo mismo. 

			Debe destacarse que la sentencia definitiva (entendida como aquella que resuelve el fondo del asunto) es dictada en primera instancia, pero si es recurrida a través de los recursos procesales, los órganos superiores podrán confirmarla o revocarla. Por esta razón es posible hablar de sentencia definitiva de primera instancia, de segunda instancia, de Corte o del tribunal que resuelva el recurso incoado. Aparece así la clasificación que se basa en la posibilidad de impugnación de la sentencia: existen sentencias simplemente definitivas, que son aquellas que admiten recursos, y sentencias definitivas firmes o ejecutoriadas, que no admiten recurso alguno. Las firmes son aquellas que han sido consentidas por las partes de modo tácito o expreso y por ende ha vencido el plazo para ser recurridas; y las ejecutoriadas son aquellas sentencias que han sido recurridas y, luego de presentarse todos los recursos posibles, no admite ninguno otro, pues se han agotado todas las instancias revisoras contempladas en la ley procesal. 

			El art. 95 del CPJRC se encarga de regular la sentencia definitiva al ordenar su contenido: a) lugar y fecha, b) nombre y apellido de las partes, c) la relación sucinta de las cuestiones, d) la valoración de la prueba conforme a la sana crítica y a los principios protectorios del derecho del consumidor, e) los fundamentos y la aplicación de la ley. La conducta observada por las partes durante la sustanciación del proceso podrá constituir un elemento de convicción corroborante de las pruebas, para juzgar la procedencia de las respectivas pretensiones, f) la decisión expresa, concreta y positiva de las cuestiones planteadas declarando el derecho de las partes y haciendo lugar o rechazando la demanda, g) el monto de la condena, si correspondiere, y la declaración sobre temeridad o malicia, h) el plazo para el cumplimiento. Podrá también contener una multa progresiva para el caso de incumplimiento a cargo del vencido y a favor del vencedor, i) el pronunciamiento sobre costas, j) la regulación de honorarios de letrados y peritos que puede diferirse fundadamente a la existencia de liquidación firme en autos, y k) la firma del Juez. 

			El citado artículo también dispone que, al dictar sentencia, el juez resolverá en base a las pretensiones de las partes de manera razonablemente fundada, ajustándose a la solución más eficaz del litigio. Igualmente, podrá flexibilizar la congruencia en aras de una mayor tutela y efectividad de los derechos fundamentales de los consumidores que no hayan sido parte del proceso, pero que puedan verse afectados por la conducta obrada por el proveedor, especialmente cuando se trate de consumidores hipervulnerables, con los alcances de los arts. 1710 a 1713 del CCCN. La sentencia definitiva de segunda o ulterior instancia deberá contener, en lo pertinente, los mismos requisitos.

			Las sentencias de cualquier instancia deberán ser publicadas y, si afectare la intimidad de las partes o de terceros, los nombres de éstos serán eliminados de las copias que se publican (art. 96, CPJRC). Interesa señalar que, cuando la sentencia contenga una condena de pago de frutos, intereses, daños y perjuicios, fijará su importe en cantidad líquida o establecerá por lo menos las bases sobre que haya de hacerse la liquidación. Si por no haber hecho las partes estimación de los frutos o intereses no fuese posible lo uno ni lo otro, se los determinará por vía incidental. La sentencia fijará el importe del crédito o de los perjuicios reclamados, siempre que su existencia esté legalmente comprobada, aunque no resultare justificado su monto.
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			PARTE SEGUNDA: ASPECTOS GENERALES DE LOS RECURSOS

			4. El recurso. Generalidades y recepción constitucional

			Según lo que vimos en el punto 2 y 3, las resoluciones judiciales son actos emanados del juez y tienen una importancia capital porque coadyuvan a la paz social, pues permiten que el proceso judicial (que es el método escogido por el legislador para que las personas de a pie solucionen sus conflictos en paz e igualdad) esté continuamente en marcha, siempre avanzando. De ahí que deben existir los mecanismos necesarios para garantizar (lo más que se pueda) que las resoluciones sean dictadas respetando el derecho vigente y que sean una lógica derivación de los hechos conducentes y probados dentro del expediente. De eso se encargan los recursos procesales, de garantizar que el proceso judicial llegue a buen puerto al permitir la revisión de las decisiones judiciales. Al fin de cuentas, como explica Quadri, Cuello y Sosa, “Los recursos no garantizan una justicia impecable, pero al menos permiten que los destinatarios de la resolución judicial participen activamente en el cincelado de su versión final.” (11)

			El recurso permite la revisión de las resoluciones judiciales para evitar que aquellas que padezcan de errores (in iudicando e in procedendo) se conviertan en decisiones firmes y obliguen a los litigantes. Se trata de un verdadero modo de fiscalización donde tribunales superiores revisan lo decidido por un órgano jerárquicamente inferior. La idea de corregir a un juez inferior (al que llamaremos a quo) no debe hacernos pensar que se debe a una mera cuestión de jerarquías, donde el superior (el ad quem) ejerce sus funciones desde el poderío que le brinda el estar posicionado en un peldaño más arriba en la lista jerárquica. El revocar o confirmar una resolución no se trata (o no debería tratarse) de una cuestión de egos o de academia, sino de la perpetua voluntad del sistema procesal de permitir la revisión de las decisiones en el entendimiento de que quienes la dicten no son más que personas humanas y, por ende, personas falibles que pueden equivocarse. Al fin de cuenta, errar es humano. 

			El recurso es, en sí mismo, un acto procesal. Funciona como medio de impugnación mediante el cual los sujetos procesales (partes, auxiliares de la justicia, terceros, entre otros) cuestionan una determinada resolución judicial con la esperanza de que el órgano judicial competente (el mismo juez que la dictó o un tribunal superior) la modifique o la deje sin efecto, aunque, por supuesto, el ad quem puede rechazar el recurso y confirmar la resolución en crisis. 
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